Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 6 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Proyectos aprobados por la Cámara de Representantes: 


or el que se modifican los artículos 58 y 65 de la Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008 (Ley 
General de Educación), relacionados con la designación de los integrantes del Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de Educación Pública y de los Consejos de Educación Inicial y 
Primaria, de Educación Media Básica, de Educación Media Superior y de Educación Técnico- 
Profesional y se prorroga la fecha fijada en las Disposiciones Transitorias A) y B) de la Ley N* 18.637, 
de 28 de diciembre de 2009. (CARPETA N* 1379/2013) 


or el que se designa con el nombre de “Carmen Descoins”' la Escuela N* 63 de Pueblo Nuevo, 
departamento de San José, dependiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, Administración 
Nacional de Educación Pública (CARPETA N* 1383/2013) 


or el que se designa con el nombre de “Nelson Mandela” la Escuela N* 183 del departamento de 
Montevideo, dependiente del Consejo de Educación Inicial y Primaria, Administración Nacional de 
Educación Pública (CARPETA N* 1386/2013). 


El Centro de Estudiantes de Derecho presenta un informe relacionado con la Campaña Nacional Pro 
Acceso Abierto a los Materiales de Estudio y parte de las firmas recolectadas en adhesión al citado 
documento. 


El ingeniero Miguel Brechner, Presidente del Centro Ceibal para Apoyo a la Educación de la Niñez y la 
Adolescencia, solicita audiencia con la Comisión a efectos de hacer una presentación del estado de 
situación del Plan Ceibal. 


La Junta Departamental de Paysandú remite copia de la moción presentada por varios ediles con la 
finalidad de que se declare de interés departamental la preservación de los sitios relacionados con el 
circuito del área natural de Rincón de Pérez”. 


-En cuanto al planteamiento del ingeniero Miguel Brechner, sé que la Comisión de Ciencia y 
Tecnología recibió la misma solicitud. Por lo tanto, podríamos acordar una reunión conjunta e invitar 
también a los señores Diputados de las Comisiones correspondientes. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que ya estuvo en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, se podría coordinar por 
Secretaría esta concurrencia. 


En cuanto al tema de las fotocopias, el señor Ministro Ehrlich va a concurrir el día 4 de 
diciembre, de manera que lo trataríamos en esa oportunidad. 


Con respecto al primer proyecto, se trata simplemente de una modificación de fechas referida 
a la elección de los representantes sociales. 


SEÑOR PENADÉS.- Nosotros estaríamos en condiciones de tratar ese tema en la próxima sesión. 
SEÑOR RUBIO..- En ese caso, lo estaríamos considerando en la próxima reunión de la Comisión. 
Sobre el tema de las escuelas, no tenemos los informes correspondientes. 


Finalmente, fue distribuida la copia de la moción presentada por varios ediles de la Junta de 
Paysandú expresando su deseo de declarar de interés departamental la preservación de los sitios 
relacionados con el circuito del área natural de Rincón de Pérez. Si les parece oportuno, la podríamos 
considerar en la próxima sesión. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Tengo un borrador sobre el tema que vamos a tratar hoy y creo que se 
podría distribuir entre los Senadores para considerarlo en la próxima sesión, luego de haber escuchado 
a la delegación de la Agesic. No lo quise distribuir antes porque no habíamos tenido esta instancia. 


SEÑOR PENADÉS..- No tengo problemas. Si les parece, se podría tratar el miércoles que viene. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Entonces se lo acerco a la Secretaría para que se distribuya. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de la modificación del artículo relativo al acceso a la información. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- El artículo 37 de la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a si hacemos una sesión el 27, creo que eso lo podríamos 
considerar después. En realidad, hay que ver si se logra un rápido acuerdo con relación al acceso a la 
información, un tema complejo que luego sería debatido en el Plenario. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pienso que una vez distribuido el material, si los distintos partidos ven que 
es viable, seguiríamos adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece, hacemos ingresar a la delegación. 
(Ingresan a Sala representantes de la Unidad de Acceso a la Información Pública.) 


-La Comisión de Educación y Cultura tiene el gusto de recibir a los doctores Gabriel 
Delpiazzo y Edison Lanza, quienes darán su opinión con relación al artículo 9 de la Ley N* 18.381 -que 
fuera desglosado- relativo al acceso a la información. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Para nosotros es un honor estar en esta sala, frente a este Cuerpo. 


Voy a presentar al doctor Edison Lanza, miembro del Consejo Consultivo de la Unidad de 
Acceso a la Información Pública en representación de la sociedad civil. Debo excusar a los otros 
miembros del Consejo Consultivo que no pudieron estar presentes: representantes de la Fiscalía de 
Corte, de este Poder Legislativo, de la Academia y del Poder Judicial. Mi nombre es Gabriel Delpiazzo 
y soy el Presidente de la Unidad de Acceso a la Información Pública del Consejo Ejecutivo. 


La idea es ponernos a disposición de los señores Senadores para atender cualquier tipo de 
consulta o interrogante y poder opinar sobre el artículo, aprovechando la oportunidad para hacer 
propuestas, ya que hemos tenido el honor de que se nos haya invitado a esta Comisión. Básicamente, 
hemos traído dos propuestas. Una de ellas -la principal- tiene que ver con aprovechar la instancia y la 
discusión que se dio para generar un ámbito de trabajo integral en el que participen todos los actores 
claves en este tema, a fin de debatir a fondo las mejoras a la ley de acceso a la información pública. 
Como propuesta subsidiaria, hemos traído una versión del articulado en concreto del tema que motivó 
la discusión y el desglose de la Rendición de Cuentas. Esta propuesta es consensuada no sólo por el 


Consejo Ejecutivo de la Unidad de Acceso a la Información Pública, sino también por el Consejo 
Consultivo que recién mencionaba. La misma apunta exclusivamente al tema de clasificación de la 
información, que es a lo que refería el artículo que se desglosó. 


Tal vez sea bueno hacer un poco de memoria en cuanto a qué ocurrió en todo este proceso de 
discusión. Como iniciativa, la Unidad de Acceso a la Información Pública junto con el Poder Ejecutivo 
recogieron determinadas inquietudes de distintos sectores involucrados, apuntando a mejorar un 
problema práctico que es la clasificación de la información. De esa manera, en primer lugar se incluyó 
una nueva causal de reserva como excepción a la información pública. En segundo término, se dio 
reconocimiento legal a lo que llamamos la prueba de daño, que es esa exigencia especial que debe 
tener toda resolución de clasificación de información en la que se debe precisar de qué manera se 
afectaría el interés público en caso de divulgarse esa información que se protege. En tercer lugar, se 
aclaró el tema de la oportunidad de la clasificación, lo cual generó desde el principio distintas 
posiciones, pues se debatía si la información puede clasificarse al momento de recibir una solicitud de 
acceso, o no. Además, se preveía un mecanismo que para este caso habilitara un control rápido de la 
Unidad de Acceso como garantía para el ciudadano solicitante. En cuarto término -esto, no incluido en 
el artículo 9%, sino como un agregado del artículo 21, que es el que establece los distintos cometidos de 
la Unidad- se incluyó expresamente -ya estaba en el decreto reglamentario, pero aquí se le daba 
rango legal- la posibilidad de solicitar la desclasificación de la información al sujeto obligado, cuando a 
criterio de la Unidad no haya sido correctamente clasificada de acuerdo a los criterios que establece la 
ley. De esta manera, proponíamos una fórmula que, a nuestro criterio, era equilibrada y balanceada. 
Por un lado, se buscaba flexibilizar o facilitar la labor de los organismos en lo que es clasificación de la 
información -que en la práctica vemos que presenta importantes dificultades por el volumen lógico de 
expedientes y documentos que manejan- y, por otro, se pretendía dotar, reforzar y explicitar las 
potestades y cometidos de esta Unidad para controlar y lograr el balance. Lo que ocurrió primero en la 
Cámara de Representantes fue que se quitó parte de las potestades que se buscaba reconocer a la 
Unidad y, además, se reforzaron las facilidades para los organismos públicos y, en concreto, aquellos 
que estaban en régimen de libre competencia en el mercado. Así, a nuestro juicio, ese balance que 
proponíamos originalmente se alteró. Hemos manifestado esto en oportunidad de comparecer en la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado. Finalmente se alcanzó el desglose del 
artículo y aquí estamos con una propuesta que busca recobrar aquel equilibrio, tomando en cuenta las 
distintas posiciones que se manifestaron durante todo este proceso por parte del Parlamento y los 
organismos, y que fueran discutidas internamente con el Consejo Consultivo, logrando ese consenso al 
que hacía referencia. 


Aquí tengo la propuesta que puedo explicar, leer o, simplemente, dejarla y quedar a 
disposición para otro tipo de consultas que puedan surgir en la Comisión a raíz de la discusión que se 
ha generado. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Puede repartirse la propuesta? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Será distribuida en cuanto se nos entregue, pero quizás sería importante que 
hicieran algún comentario sobre los alcances de dicha propuesta, para luego abrir una ronda de 
preguntas. 


SEÑOR LANZA.- En primer lugar quiero saludar al Senado y a los señores Senadores que decidieron 
desglosar el artículo de la Rendición de Cuentas. De hecho, la modificación de una ley que trata sobre 
un derecho constitucional, como es el derecho a la información, no es materia propia de un proyecto de 
Rendición de Cuentas, por lo que, nobleza obliga reconocer que la decisión fue la más adecuada. 


En segundo término, desde la sociedad civil veíamos una serie de inconvenientes importantes 
al proyecto que venía votado por la Cámara de Representantes. Me parece que esto también vale para 
esta instancia, en el sentido de que esta ley es realmente clave para la democracia. Creo que las 
reglas de juego de relacionamiento entre el Estado y los ciudadanos, entre el poder político y la 
ciudadanía, la sociedad civil y los distintos actores sociales han cambiado para bien. Aunque todavía 
tenemos un gran trecho para recorrer el país ha sido puesto, realmente, en una situación de 
reconocimiento internacional por haber tenido, justamente, la valentía de decir: “Este es un Estado que 


busca la transparencia, un Gobierno abierto y reconoce el derecho de la gente a saber y a conocer la 
verdad de las cosas que pasan y de cómo se administra el Estado”. 


Por lo tanto, para nosotros este es el punto de partida y todos nos hemos puesto en una 
situación favorable de la que no podemos regresar. La Institución Nacional de Derechos Humanos 
señalaba que hay que tener extremo cuidado cuando se legisla sobre una ley que ya reconoce 
derechos para no tener estándares más regresivos de los que ya hemos logrado. Esto, más allá de la 
valoración que cada uno tenga -que puede ser muy respetable- sobre si es conveniente o no que 
determinada información se conozca. Es un punto que puede generar discusiones muy interesantes e 
infinitas. Esta es nuestra visión. 


El país ha suscripto -y el Parlamento ha homologado- cantidad de convenciones 
internacionales que reconocen este derecho. Además, ha sido reglamentado satisfactoriamente con 
una ley y los distintos organismos de protección de derechos humanos la han reconocido como una 
ley de avanzada. Creemos que lo más saludable es tener una instancia de alto nivel en la que, 
obviamente, tiene que estar incluido este Parlamento para discutir una segunda generación de 
reformas sobre el derecho a la información, buscando la mejor manera de garantizar este derecho de 
los ciudadanos y hacerlo cumplir. Es cierto que desde el punto de vista del Estado el acceso a la 
información pública puede generar dificultades, pero también es verdad que hay muchas personas que 
no tienen la posibilidad de contar con un abogado y acceder a una organización especializada. Muchas 
veces el ciudadano de a pie pide información, el Estado no se la da y no tiene forma de hacer cumplir 
su derecho. Entonces, hay cuestiones que se deben ver desde el lado de la ciudadanía, además de 
pensar en los intereses que el Estado tiene en determinado momento de no divulgar información que 
puede dañar un interés legítimo del mismo. 


Esa es la filosofía que nos anima. 


En ese sentido y atentos a que, como integrantes de la sociedad civil, tenemos un rol de 
pronto distinto al que tienen la Agesic, nos pusimos a trabajar en esta fórmula de consenso. Entonces, 
dado que el Parlamento está legítimamente planteando la necesidad de revisar un aspecto de la ley, 
creímos como un signo de madurez presentar una propuesta que mantuviera el equilibrio entre 
ciudadanía y Estado. Ese fue el espíritu sobre el que trabajamos y a continuación comentaremos las 
soluciones a las que llegamos. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Tal como adelantamos, esta propuesta busca centrarse en lo que fue el artículo 
objeto de análisis y desglose durante el proceso de discusión de la Ley de Rendición de Cuentas. 


Recordemos que el artículo 9%, relativo al derecho de acceso a la información pública, 
establece las causales en virtud de las cuales se puede clasificar una información como reservada. A 
través de esta propuesta que hemos presentado se pretende agregar a dicho artículo un nuevo literal 
que apunta a aquellos casos en que el organismo o sujeto obligado se encuentra en un proceso de 
decisión. Este proceso de decisión puede ser también de control o un procedimiento licitatorio; en fin, 
se refiere a esa instancia previa a la adopción de decisiones en la que se recaban opiniones, 
recomendaciones o asesoramientos. Cabe precisar que se trata de una excepción presente en todas 
las legislaciones del Derecho Comparado e, incluso, en la ley modelo de la Organización de los 
Estados Americanos. Suele ocurrir que el hecho de incluir una excepción puede ser visto como un 
retroceso o quitar algo del ámbito público; sin embargo, en este caso, viene a subsanar una omisión de 
la ley. Mientras que el Tribunal de Cuentas controla un expediente, mientras que un organismo evalúa 
ofertas en una licitación y se está próximo a tomar una decisión, esa información debe mantenerse 
fuera del alcance público. Ahora bien, una vez adoptada, será otra la historia y esto es lo que se 
precisa en el artículo. 


Así, pues, la propuesta consiste en habilitar que se pueda clasificar como información 
reservada la que pueda “Afectar la provisión libre y franca de asesoramientos, opiniones o 
recomendaciones que formen parte del proceso deliberativo de los sujetos obligados, hasta que sea 
adoptada la decisión respectiva, la cual deberá estar documentada”. Básicamente aquí se recogen los 
mismos términos que están en la ley modelo de la OEA, en la que el fundamento es proteger y 
preservar la calidad del procedimiento de adopción de decisiones. En función de que en la redacción 


anterior esta opción se establecía de manera más amplia, una de las fórmulas para lograr este 
consenso consistió en acotar su alcance apuntando al verdadero fundamento de la excepción para no 
dejarlo abierto a que puedan introducirse otras cosas que, en definitiva, deben ser públicas. 


Por otra parte, como regla general se establece: “La clasificación de la información reservada 
deberá realizarse por el sujeto obligado en el momento en que ésta se genere, obtenga o modifique”, 
etcétera. Reitero que esta es la regla general que, además, incluye la prueba de daño a la que hice 
referencia hace instantes. Quiere decir que la clasificación debe ser realizada por una resolución 
fundada del jerarca explicitando los motivos por los cuales conviene separar esa información del 
conocimiento público. 


Con el fin de laudar y aclarar el punto de la oportunidad de la clasificación, se incluye: 
“Excepcionalmente, la información podrá clasificarse como reservada en el momento en que se reciba 
una solicitud de acceso a la misma”. Esta posibilidad ya existía para la información confidencial, por 
eso se incluye la previsión solo respecto de la reservada que es a la que refiere el artículo 9%. En ese 
caso excepcional se prevé un mecanismo que habilite el control rápido de esta Unidad de Acceso a la 
Información Pública. El organismo, el sujeto obligado, deberá remitir la resolución de clasificación 
dentro de un plazo, que lo establecimos en cinco días para que, de esa manera, desde la Unidad 
podamos controlar y advertir si esa clasificación fue correctamente realizada, al amparo de los criterios 
que fije la ley, o motivada en otras cuestiones, ya sea por quién es el que la pide o de qué tipo de 
información se trata. 


También precisamos, en todo momento, que esta Unidad de Acceso a la Información Pública 
podrá acceder a la información que se clasifique como reservada, pues es la forma que tenemos de 
poder controlar si, efectivamente, ella fue o no clasificada de acuerdo con la ley. 


Por último, en el artículo 21, que se refiere a los cometidos de la Unidad, se agrega la 
facultad de poder solicitar al sujeto obligado -no ya en el caso particular de clasificación al momento de 
recibir un pedido, sino en términos generales- la desclasificación de información cuando, a criterio de 
esta Unidad, la información no sea clasificada según los criterios que establece la ley. 


Básicamente, esa es la propuesta, y quedamos abiertos a cualquier sugerencia, consulta, 
comentario, o lo que ustedes consideren pertinente. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Estuvimos trabajando con el doctor Delpiazzo y con la doctora Zapater, y 
tenemos la misma conclusión. Creemos que la esencia de lo que estaba planteado se repite, pero 
ahora queda mejor presentado. 


Con relación a lo otro, creo que es necesario -no digo revisar- hacer una evaluación, como lo 
hicimos con la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. Cuando una ley es compleja, se 
pone sobre la realidad y, pasado un cierto tiempo de ejercicio, hay que evaluarla para ver cómo 
funciona, porque cuando queda aprobada en el papel puede funcionar perfectamente bien, pero la 
realidad siempre es más rica. Entonces, me parece bien hacer un ejercicio de evaluación. Si de ese 
ejercicio surge que deberíamos llegar a introducir cambios o leyes complementarias, bienvenido sea. 
Me parece que esa debería ser la metodología. 


De todos modos, quería dejar la constancia -lo hice en la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda- de que mi duda fundamental está por el lado de si la sociedad tiene la madurez 
suficiente como para el manejo de estas leyes. He visto un manejo equivocado de la Ley de Acceso a 
la Información Pública, y eso me preocupa. Quiero dejar esto sentado con una conceptualización 
porque, en todo caso, tenemos que hacer un esfuerzo colectivo para que se use bien. A todas las 
delegaciones que vinieron les hice esta pregunta y ninguna me dio una respuesta sensata o 
explicativa. Quiere decir que la duda no solo se me agravó, sino que ese hecho, en cierto modo, me da 
la razón para pensar que esa situación existe. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR LANZA.- Me parece saludable el encuentro de conclusiones en el sentido de que, a cinco 
años de aprobada la Ley, es necesario hacer una evaluación. Uno puede decir que hay muy buenas 
prácticas en torno a la Ley y que hay muchos organismos que incorporaron la práctica de tener 
unidades especializadas en acceso a la información pública, que clasifican la información 
correctamente, que atienden los requerimientos de la gente, de quienes solicitan información. Pero no 
hay que olvidar que esta ley se cruza con otras, como la Ley de Protección de Datos Personales, y eso 
se está llevando adelante. Además, se está introduciendo en el Estado el concepto de que la 
información es de todos, un bien público, y no una propiedad de las burocracias. Creo que en el Estado 
Uruguayo se está produciendo ese cambio cultural -que a veces no se puede medir- a propósito de 
este tipo de leyes y eso es saludable para todos. Prácticamente en ningún lado quedan funcionarios 
que digan: “Usted no tiene que hacer nada acá, no tiene que meter su nariz como ciudadano, como 
organización o como interesado en los asuntos públicos. Esta es información del Estado”, porque esta 
ley está cambiando ese concepto cultural. 


Obviamente, hay algunos organismos que son más reactivos a la apertura y a la 
transparencia o que no han dispuesto los procesos internos necesarios para facilitar el acceso a la 
información pública. Hay otros organismos a los que les complica la ley por las propias debilidades que 
tienen, ya que deben disponer de gente, tiempo y archivos en orden; en Uruguay tenemos un debe en 
cuanto a la gestión de la información. 


Por lo tanto, me parece que este es el momento de plantearnos si queremos ir a más o no. 
Hay países en los que se han establecido verdaderos institutos en acceso a la información pública, 
como es el caso de México o de Chile, y hay otros en los que se va a menos. En España hay ley de 
protección de datos personales, pero todavía no la hay de acceso a la información pública. En pleno 
siglo XXI, todavía se cuestiona si la gente tiene que conocer o no la información que concierne al 
Estado democrático. Es decir que hay distintos modelos y sería bueno verlos y evaluar 
estratégicamente hacia dónde queremos ir. Queremos plantear eso porque así lo sentimos. 


Con respecto a la pregunta de la señora Senadora Topolansky -que ya la hizo cuando 
nosotros vinimos- debo decir que el derecho a la verdad, el derecho a saber, es inherente a las 
personas y, por tanto, es muy difícil evaluar si alguno de los periodistas u organismos -o incluso la 
oposición- que solicitan la información la usa bien o mal, si saca algún rédito político o si la utiliza para 
hacer escándalo. Esos son los riesgos de la democracia y, por lo menos desde nuestra posición, 
preferimos correr ese riesgo a que mucha gente que utiliza bien la información no pueda acceder a 
ella. Ese es el principio que nosotros tenemos. Además, creemos que en democracia cualquier debate 
informado es mejor que uno sin información veraz y oportuna. Siempre que el Estado da información, 
aun cuando luego se haya producido una discusión profunda -como es el caso de los liceos- 
finalmente se termina discutiendo sobre los problemas reales, con las distintas filosofías que tenemos. 
Hablando del tema con Garibaldi, decíamos que hay gente que quiere utilizar la información de los 
liceos para proponer que se ponga el modelo chileno o norteamericano de escuelas, en el que los 
padres pueden cambiar a los chicos de las escuelas públicas. Yo no soy partidario de ese modelo; 
prefiero mejorar nuestro sistema educativo. Ahora bien, que la discusión se dé sobre datos veraces 
brindados por la propia ANEP me parece que no le hace daño a nadie, más allá de que a veces la 
información se usa, como dice la señora Senadora Topolansky, para llevar agua para su molino. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En primer lugar, quiero decir que nuevamente es un placer 
recibirlos en estas instancias. 


Quería aprovechar este momento para hacerles una pregunta particular y específica. 
Comparto absolutamente lo dicho y, desde hace muchísimos años, hemos sido defensores de una 
transparencia absoluta; pensamos que la libertad de acceso a la información tiene que ser un derecho 
inalienable, individual y colectivo. De todos modos, quiero preguntar algo específico: ¿ustedes ven que 
en algún caso se puede dar un supuesto de abuso de derecho y que el ejercicio de ese derecho, en sí 
mismo, puede ser considerado un hecho jurídicamente ilícito desde el punto de vista civil, no penal? 
Me refiero al ejercicio; no estoy diciendo para qué se utiliza la información. Pregunto si en alguna 
oportunidad ustedes han analizado ese supuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el doctor Delpiazzo. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Gracias, señor Presidente. 


Creo que sí. Reitero: creo que sí. Además, lo he visto. Considero que el abuso del derecho, 
al igual que en todos los derechos, también aplica al que tiene que ver con el acceso a la información 
pública. El instituto está previsto en el Código Civil y, por más que no esté en la Ley de Acceso, pienso 
que aplica también a este caso. 


Voy a relatar una situación particular que creo evidencia que eso puede ser así. Se planteó 
un caso -no voy a dar detalles- en el que un gremio pidió a una institución los recibos de sueldo de 
todos los funcionarios en los últimos diez años. Para eso agregó nóminas con las firmas de todos los 
funcionarios consintiendo que se otorgara esa información. 


Sin duda, esas cosas paralizan a un organismo. Esa información podrían haberla obtenido de 
los propios funcionarios. Calculen ustedes lo que significa un recibo de sueldo de cada mes, durante 
diez años, de cuatrocientas personas. 


Entiendo que ese podría ser un caso de ejercicio abusivo de la solicitud o del derecho a 
acceder a la información. 


En muchas leyes de Latinoamericana -prácticamente en todas; no está en la nuestra, pero en 
la práctica se presenta en la mayoría- está previsto como excepción cuando el pedido de información 
implique un obstáculo al funcionamiento normal de los organismos, cuando se paralice el 
funcionamiento de una oficina por tres semanas o un mes debido a un pedido que se hizo. 


Me parece que es allí donde hay ejercicio abusivo, y podemos considerarlo, esté o no en la 
ley, porque es una regla general del Derecho. 


Aprovecho la oportunidad para hacer un comentario s e la reflexión que hacía la señora 
Senadora Topolansky con relación a la madurez de la ciudadanía, porque entiendo que en ese punto 
tal vez quepa la autocrítica de la Unidad de Acceso a la Información Pública, que represento. 


Refiere, básicamente, a una estrategia que hemos seguido en estos primeros cinco años de 
la ley, en el sentido de focalizarnos en los organismos, de preparar y fortalecer las capacidades dentro 
de ellos para que, justamente, al momento de recibir pedidos, estén preparados, sepan clasificar la 
información y conocer lo que tienen que hacer. 


Hago la autocrítica, porque pienso que esa estrategia tal vez dejó un poco de lado a la 
ciudadanía, que no veo todavía que tenga conciencia de este derecho que tiene, que hasta ahora ha 
sido ejercido prácticamente por grupos de élite, como legisladores, gremios, abogados, periodistas. No 
está mal que así sea, pero se trata de un derecho de las personas; cualquier individuo lo tiene, 
independientemente de su profesión. 


Me permito hacer la autocrítica y asumo el desafío -ya lo hemos hablado- de cara al 
quinquenio que se inicia, de apuntar a la ciudadanía en lo que refiere a la difusión de esta ley y de este 
derecho, porque pienso que aún no tiene conciencia cabal de su existencia. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Con relación a este proyecto de ley, sugeriría que, en paralelo, se realizara 
lo mismo que con la ley relativa al ordenamiento territorial, donde el Ministerio organizó un seminario 
en el que intervinieron varios actores y donde opinaron sobre el funcionamiento de la ley para poder 
sacar algunas conclusiones. 


Me gustaría, por tanto, que la Agesic o la Comisión asesora, por ejemplo, organizara algo que 
contemplara las distintas miradas sobre toda la ley, la forma en que ha funcionado, y se sacaran 
algunas conclusiones con respecto a si debemos hacerle ajustes o complementarla con otras leyes que 
puedan reforzar el concepto. Creo que en el concepto no hay discrepancias; en el concepto general 
estamos todos de acuerdo. 


Comparto lo que planteaba el señor Senador López Goldaracena. Entiendo que, 
efectivamente, es así, y lo he dicho, aunque no tan elegantemente como lo hizo él, porque no soy 
jurista. 


Aquí, en el Palacio Legislativo, se hizo un pedido de informes a propósito de las llamadas 
telefónicas. El Senado pudo resolverlo bien porque somos 31 legisladores, pero es sabido que para la 
Cámara de Representantes fue todo un problema, por la disposición de personal, por los costos y una 
cantidad de cosas. Ahora bien, sinceramente me pregunto qué se ganaba con ese pedido. En lo 
personal, me queda una enorme duda. En todo caso, en el Senado ganamos una sola cosa: que se 
investigara un problema relacionado con un registro realmente absurdo, que quizás era 
responsabilidad de Antel, aunque en realidad no lo sé; en fin, aquello sirvió, al menos, para desatar esa 
investigación. Pero sé que en la Cámara de Diputados -así me lo comentó la Secretaria de ese 
Cuerpo- estaban complicados porque tenían que hacer un trabajo descomunal. ¿Cuál era el objetivo? 
Esa pregunta me quedó clavada en el alma. 


Obviamente, lo de la educación es distinto. Personalmente, creo que son válidas las 
preguntas sobre educación; lo que no es válido es su utilización estigmatizante. Entonces pensé y dije - 
a quien lo quiso oír- que me voy a encargar de enviar al diario “El País”, con destino al suplemento 
“Qué pasa”, algunas informaciones, para ver si me las publica. Nunca hay ida y vuelta en estas cosas. 


Lo cierto es que hay muchas cosas que quisiera saber y no tengo cómo. Me gustaría saber, 
por ejemplo, quién financia a algunas ONG; sin embargo, no tengo acceso a esa información y 
tampoco tengo quién me informe. Esa actividad que hubo en el Mar Antártico, ¿quién la financia? 
¿Estamos haciendo un espionaje para una tercera potencia? ¿Quién financia eso? No encontré 
respuesta; me metí por todos lados y no hallé nada. Y no hay duda de que en este caso se trataría del 
acceso a una información bien interesante. 


En fin, vemos que las cosas no se dan tan en blanco y negro en esta vida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, hemos avanzado en la consideración del tema. Además, contamos 
con una propuesta, pues la señora Senadora Topolansky ha anunciado que tiene un proyecto de ley, 
aunque no sé si ya lo ha presentado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Sí, señor Presidente. Es el mismo texto en el que ya habíamos trabajado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. Lo cierto es que venimos avanzando. 


Los parlamentarios -y, en general, todo el sistema político- tenemos amplia experiencia 
acerca de los dos extremos a través del instrumento del pedido de informes. Esa experiencia abarca 
desde la no contestación de los mismos, hasta los pedidos de informes absurdos, que paralizan 
organismos. Por eso reitero que desde ese punto de vista, nuestra experiencia es muy amplia. 


SEÑOR LAMORTE.- Ante todo, me sumo a la bienvenida dada a nuestros visitantes, al tiempo que 
agradezco su presencia hoy, aquí. 


La señora Senadora Topolansky planteaba la cuestión de si la sociedad está madura para 
procesar el tema del acceso la información. Por mi parte, pregunto si tanto la Unidad de Acceso a la 
Información, como la Agesic y demás, realmente pueden llevar adelante un control de información 
reservada; es decir, si no podría pasar que, incluso por una cuestión de comodidad, o para no tener un 
tema complejo o político, por ejemplo, un organismo considerara más fácil presentar algo como 
reservado para después estudiarlo. En definitiva, quisiera saber si realmente tenemos la capacidad de 
recibir información reservada y procesarla adecuadamente. 


SEÑOR LANZA.- Esa cuestión tiene que ver con la historia misma de la aprobación de esta ley. 


Cuando en el año 2008 este Parlamento discutió la iniciativa y, con ella, la temática de si el 
Estado y los organismos públicos del Uruguay tenían las capacidades necesarias para procesar una 
normativa de esta naturaleza -es decir, para ordenar, archivar y, en definitiva, gestionar la información- 
la conclusión fue que, en principio, la mayor parte de los organismos no las tenían. Aun así, en aquel 
momento se eligió el camino más valiente y el más adecuado, basándose en el concepto de que si se 
esperaba a tener un Estado totalmente en orden para recién después dar a la gente el derecho de 
acceder a la información, eso nunca iba a poder resolverse. Entonces se dijo: “¡Avancemos!” También 
es bueno decir que, darle mayor transparencia al Estado, fue un compromiso político que asumió el 
Frente Amplio en el año 2005. 


Por lo tanto, el Poder Ejecutivo y todos los partidos políticos representados en el Parlamento, 
por unanimidad, avanzaron aprobando dos leyes fundamentales: la Ley de Acceso a la Información 
Pública y la Ley de Protección de Datos Personales y Acción de “Habeas Data”. A su vez, se 
despenalizaron los delitos de difamación e injuria, delitos de expresión y contra el honor. Uruguay 
avanzó en herramientas democráticas y, en lo personal, considero que está pasando lo que sabíamos 
que iba a pasar: que algunas cosas iban a hacer ruido, algunos organismos no iban a estar 
preparados, etcétera. 


Por tal motivo, considero que la idea propuesta por la señora Senadora Topolansky es 
adecuada; si queremos seguir por este camino, debemos definir medidas adicionales a tomar. Vuelvo a 
repetir lo que en algún momento expresamos: creo que la democracia sale plata y es cara, pero hay 
que invertir en gestión de información, en archivos, hay que tener un órgano de control, que será la 
unidad o la unidad será el germen de un órgano con otra posición institucional. Existen países que lo 
han hecho de esa manera, por ejemplo, México creó el Instituto Federal de Acceso a la Información y 
Protección de Datos y Chile tiene el Consejo para la Transparencia, donde hay control parlamentario 
sobre los que trabajan en esos temas. 


Para eso es esta instancia que se propone. Se eligió un camino y sabíamos que íbamos a 
tener este tipo de conflicto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hemos avanzado en este tema. Agradecemos la concurrencia y el 
esfuerzo a nuestros invitados. 


La Comisión, sin duda, aprobará rápidamente alguna iniciativa en estos lineamientos. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


Es la hora 16 y 52 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


